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DE LA COMUNIDAD CAMPESINA SAN 

JUAN BAUTISTA DE CATACAOS 

Pável Labán Martínez 

1. Introducción 

Recientemente, los Censos Nacionales 2025, XIII de Población, VIII de 

Vivienda y IV de Comunidades —realizados por el Instituto Nacional de 

Estadística e Informática (INEI)—, permitieron, gracias a la pregunta 10, 

consultar de nuevo a toda la población peruana sobre su autoidentificación 

étnica. Eventualmente, esa pregunta permitirá al Estado tener data 

actualizada para diseñar políticas públicas con pertinencia cultural, 

mejorando así la calidad de los programas sociales, servicios, obras públicas, 

con atención especial en la diversidad cultural, y contemplar las lenguas 

nativas u originarias e incluso las costumbres que coexisten en todo el 

territorio nacional.   

Como antecedentes de los Censos Nacionales 2025 tenemos la data que 

arrojaron los Censos Nacionales del 2017, los cuales mostraron que 

alrededor del 25,8%1 de la población (es decir, aproximadamente un cuarto 

de la población nacional) se reconoce como indígena, ya sea perteneciente a 

un pueblo quechua, amazónico, nativo o aimara. 

Sin embargo, pese a los esfuerzos por recoger dicha data, se evidencia que 

persiste en el país una complejidad conceptual en relación con la 

autoidentificación étnica, intensificada con las resistencias políticas por 

reconocer las identidades indígenas y afrodescendientes del Perú. En ese 

sentido, el caso de la comunidad campesina San Juan Bautista de Catacaos 

(CCSJBC), ubicada en la costa norte, específicamente en la región Piura, nos 

 
1 Instituto Nacional de Estadística e Informática. (2017). Censos Nacionales 2017: XII de Población, VII de Vivienda y 

III de Comunidades nativas y comunidades campesinas. 
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es útil para poner en evidencia estas tensiones. Recientemente, luego de 

largos años de lucha, la CCSJBC ha sido incluida en la Base de Datos de 

Pueblos Indígenas (BDPI) del Ministerio de Cultura, hecho que rompe con un 

paradigma estatal y pone al descubierto que también en el ámbito costero 

se pueden identificar comunidades campesinas que presentan atributos de 

pueblos indígenas u originarios. 

El objetivo del presente artículo es mostrar que la CCSJBC constituye un caso 

emblemático para comprender cómo las poblaciones indígenas de la costa 

peruana han mantenido procesos históricos de continuidad territorial, 

identidad y defensa de sus tierras, a pesar de haber sido frecuentemente 

invisibilizadas en el imaginario nacional que asocia lo indígena de manera 

exclusiva con los Andes o la Amazonía. 

2. Los tallanes en la historia del Perú 

Hablar de la comunidad campesina San Juan Bautista de Catacaos implica 

remontarse a las etnias tallanes que habitaron la zona norte del actual 

territorio peruano durante el periodo previo a la llegada de los españoles, 

alrededor de 1532. Según Puig, si bien los tallanes no llegaron a constituir un 

gran imperio, desarrollaron un importante sistema de organización social, 

sustentado principalmente en actividades como la agricultura, la pesca, la 

orfebrería y la cerámica, prácticas productivas que, aunque transformadas 

por los procesos históricos, aún se mantienen en la actualidad en algunas 

comunidades de la región2. 

No obstante, hasta hoy, no se ha establecido con precisión la extensión 

territorial que ocuparon los pueblos tallanes. De acuerdo con Cevallos, su 

ámbito geográfico se habría extendido desde Manta, en el actual Ecuador, 

por el norte, hasta la zona de Olmos por el sur, lo que incluye, además, 

aproximadamente 20 leguas hacia el interior del territorio3. Por otra parte, 

Puig señala que, durante el periodo incaico, la población tallán formaba parte 

de las numerosas etnias que integraban el Tahuantinsuyo y que, hacia 1532, 

habría alcanzado cerca de 70000 habitantes.  

 
2  Puig, E. (1985). Las etnias Tallanas. Ediciones Tallán. Instituto Nacional de Cultura de Piura. Años 6. N° 5. 

Recopilado del archivo del CIPCA. 
3 Cevallos, H. (1961). Los tallanes en Piura. Tesis para optar al Grado de Bachiller en Humanidades. Universidad 

Nacional de Trujillo 
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Además, diversos historiadores destacan que, en la región Piura, las etnias 

locales no llegaron a ser completamente sometidas ni absorbidas por el 

dominio incaico; por el contrario, aun cuando se intentó integrar importantes 

centros como Tumbes, Kaizavilca, Paita y Piura, estas poblaciones 

mantuvieron sus propias identidades culturales. 

Es útil recordar que aún existen vestigios como los de la huaca Narihualá, 

dedicada al dios Walac, que evidencian pueblos altamente cohesionados. 

Aldana describe a Narihualá como un destacado ejemplo de arquitectura 

monumental dentro del entorno urbano. Este lugar fue un relevante centro 

administrativo y religioso de la cultura tallán y se encuentra cerca de la 

ciudad de Catacaos, en la provincia de Piura. Los restos de esta huaca, 

atribuidos al ingenio del pueblo tallán, evidencian la capacidad y creatividad 

de las sociedades que habitaron este territorio en el pasado4. 

El nombre Narihualá proviene de ñari walác, que en lengua tallán podría 

interpretarse como ‘ojo que observa’ o ‘el que ve a lo lejos’, significado que 

se relaciona con el simbolismo de la huaca dedicada al dios Walac. Debido a 

su gran tamaño e importancia, la tradición la ha considerado como la posible 

capital de la cultura tallán. Por ello, los pobladores de Narihualá son 

reconocidos como descendientes de esta etnia. 

Para comprender la configuración histórica y territorial de las comunidades 

de la costa norte del Perú, es necesario considerar los procesos ocurridos 

desde la época colonial. Burneo explica que las comunidades de Colán y 

Catacaos tienen sus antecedentes en el siglo XVI, en el marco del 

ordenamiento territorial establecido durante la época colonial mediante las 

reducciones de indios5. Este proceso implicó cambios importantes en la 

organización de la población indígena y en la administración de sus 

territorios.  

De acuerdo con documentos conservados por las propias comunidades, las 

tierras fueron adquiridas mediante compras realizadas a la Corona en favor 

de los pueblos de indios, cuyos derechos posteriormente fueron ratificados 

por los virreyes Toledo y Blasco Núñez de Vela. A lo largo de su historia, las 

comunidades de San Lucas de Colán y San Juan Bautista de Catacaos han 

 
4 Aldana, Z. (2015). La huaca Narihualá como medio de educación no formal. Mercurio Peruano, (527), p. 163. 
5 Burneo, M. (2013). Elementos para volver a pensar lo comunal: Nuevas formas de acceso a la tierra y presión 

sobre el recurso en las comunidades campesinas de Colán y Catacaos. Anthropologica, 31(31), 21-46. 
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experimentado etapas de consolidación de la propiedad comunal, así como 

periodos de desestructuración y posterior recomposición6. 

De manera similar, Diez señala que pocos años después de la conquista 

española, entre 1539 y 1543, los caciques de Catacaos, Sechura, Colán y 

Olmos obtuvieron de la Corona española el derecho sobre las tierras 

sobrantes que poseían. Esta adquisición fue posteriormente confirmada por 

el virrey Blasco Núñez de Vela. Tiempo después, el virrey Toledo formalizó la 

organización de los pueblos, asignándoles denominaciones y distribuyendo 

los territorios entre los cuatro pueblos de indios que se establecieron. En ese 

entonces, ya existían colonos españoles y pobladores mestizos asentados en 

zonas cercanas, especialmente en los espacios comprendidos entre Sechura 

y Catacaos, así como entre esta última localidad y la ciudad de San Miguel de 

Piura7. 

En conjunto, estos antecedentes permiten comprender que la actual CCSJBC 

tiene sus raíces en procesos históricos de larga duración que se remontan a 

la organización social de los pueblos tallanes y a las transformaciones 

territoriales ocurridas durante el periodo colonial. Estos procesos han 

configurado la identidad, la estructura territorial y las dinámicas sociales que 

aún caracterizan a la comunidad en la actualidad. 

3. Los documentos históricos y las boletas de compra y venta 

de tierras a favor de los “indios” 

Así como es complejo comprender la historia de la CCSJBC sin considerar las 

constantes disputas y los procesos de reivindicación de tierras emprendidos 

por los pueblos indígenas que tradicionalmente habitaron estos territorios, 

también resulta difícil referirse a esta comunidad sin mencionar la figura del 

reconocido sacerdote Juan de Mori, quien desempeñó un papel importante 

en la defensa de los derechos y la organización de los pobladores indígenas 

frente a las autoridades coloniales. Su actuación se convirtió en un referente 

dentro de los procesos históricos vinculados a la protección de las tierras 

comunales y al fortalecimiento de la comunidad. 

 
6 Burneo, M. (2013). Elementos para volver a pensar lo comunal: nuevas formas de acceso a la tierra y presión 

sobre el recurso en las comunidades campesinas de Colán y Catacaos. Anthropologica, 31(31), p. 21. 
7 Diez, A. (1992). Las comunidades de indígenas del Bajo Piura. Catacaos y Sechura, siglo XIX. Biblioteca Regional. 

Centro de Investigación y Promoción del Campesinado Piura-Perú. Junio, 1992.  
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Diez señala que Juan de Mori es una figura destacada en la historia de 

Catacaos, debido a que, en 1645, gestionó ante la Corona la composición de 

tierras en beneficio de los indígenas, así evitó que el cacique Carlos de la 

Chira lograra registrar y apropiarse de estos territorios a título personal. 

Asimismo, el autor indica que Juan de Mori ocupaba el cargo de vicario del 

obispo de Trujillo en Piura, lo que lo convertía en la máxima autoridad de la 

Iglesia católica en el partido de Piura, con una jerarquía incluso superior a la 

de los sacerdotes establecidos en la ciudad de San Miguel, capital del 

corregimiento8. 

En este punto, es pertinente detenerse en un documento histórico 

conservado en la Biblioteca Nacional, el cual evidencia las tensiones 

persistentes entre la emergente pequeña burguesía urbana —que 

comenzaba a consolidarse entre las décadas de 1860 y 1870— y las 

poblaciones indígenas de la región. Este proceso estuvo acompañado por la 

expansión de las haciendas, el agravamiento de los conflictos por la tenencia 

de la tierra y el incremento de los reclamos por parte de quienes se 

consideraban sus legítimos propietarios: los pueblos indígenas. 

El documento al que se hace referencia se titula Defensa que hacen los 

Indígenas de Catacaos contra las tentativas de usurpación de sus terrenos y 

aguas, fechado el 31 de julio de 1867. Se trata de un texto elaborado por la 

Alcaldía de la Agencia Municipal de Catacaos y dirigido a la defensa de los 

indígenas. En este figuran las firmas del agente municipal de Catacaos, los 

regidores, el procurador y el secretario municipal, quienes respaldan una 

postura colectiva orientada a proteger los derechos territoriales de la 

población indígena frente a los intentos de apropiación por parte de terceros. 

En ese sentido, el documento no solo refleja un conflicto por recursos, sino 

también la consolidación de una conciencia comunal en defensa de la tierra 

y el agua. Asimismo, el texto hace mención explícita a la figura del antiguo 

sacerdote Juan de Mori, recordado como un referente histórico en la defensa 

de los derechos territoriales de los indígenas de Catacaos: 

(...) somos dueños natos del valle de Catacaos, desde que el antiguo Cura de 

esta Doctrina Bachiller Don Juan de More Alvarado se compuso con el 

visitador Davalos Cuba Maldonado, en el año 1645, erogando a nombre de 

los indígenas la cantidad de seiscientos pesos por estos terrenos desde el 

 
8  Diez, A. (2006). Los problemas del poder: política local y gobierno en las reducciones de la costa de Piura, siglo 

XVII. Anthropologica, 24(24), p. 123. 
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punto de Tacala hasta el sitio de Muñuela, con todos nuestros despoblados, 

nos hallamos animados para emprender el trabajo de irrigación de las 

referidas nuestras tierras (...) (Extracto del texto histórico, Biblioteca 

Nacional, 1867). 

Los antecedentes históricos expuestos permiten advertir que la Comunidad 

Campesina San Juan Bautista de Catacaos posee una trayectoria social y 

territorial que se remonta a los antiguos pueblos tallanes y a los procesos de 

reorganización colonial que dieron lugar a los llamados pueblos de indios. 

Asimismo, los documentos históricos y las disputas por la defensa de la tierra 

evidencian la persistencia de una memoria colectiva y de una organización 

comunal orientada a la protección de sus territorios.  

Sin embargo, más allá de la reconstrucción histórica, se debe analizar cómo 

estos procesos pueden ser comprendidos a la luz del marco jurídico 

contemporáneo que regula la identificación y el reconocimiento de los 

pueblos indígenas. Por ello, el derecho internacional y el derecho peruano 

han desarrollado criterios específicos para determinar cuándo un colectivo 

puede ser reconocido como pueblo indígena u originario, entre los cuales 

destaca el principio de la autoidentificación. A partir de este marco 

normativo, es posible examinar con mayor precisión el caso de la CCSJBC. 

4. La identificación de pueblos indígenas en el derecho 

internacional y el derecho peruano 

La identificación de los pueblos indígenas en el derecho internacional y en 

los ordenamientos jurídicos nacionales se encuentra estrechamente 

vinculada a los procesos históricos de lucha y resistencia emprendidos por 

estos pueblos para el reconocimiento de sus derechos colectivos. A lo largo 

de las últimas décadas, dichas luchas han permitido posicionar sus 

demandas en el debate jurídico y político, tanto a nivel nacional como 

internacional, y consolidar avances significativos en materia de 

reconocimiento y protección de derechos. Entre estos, destaca el derecho a 

la libre determinación, ampliamente desarrollado en la jurisprudencia de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), que reconoce que 

los pueblos indígenas —en virtud de este derecho— pueden determinar 
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libremente su condición política y perseguir su desarrollo económico, social 

y cultural9. 

Un informe reciente elaborado por Albert K. Barume, relator especial sobre 

los derechos de los pueblos indígenas de las Naciones Unidas, destaca la 

importancia fundamental del derecho a la autoidentificación en los procesos 

de reconocimiento de estos pueblos. Este principio implica que los estados 

deben cumplir de manera efectiva con sus obligaciones internacionales y 

reconocer a los pueblos indígenas como sujetos de derecho internacional y 

titulares de derechos colectivos sustantivos. 

Sin embargo, este proceso de identificación de Pueblos Indígenas específicos 

respecto de los cuales los Estados tienen obligaciones no confiere a estos el 

derecho a definir a quiénes son esos pueblos ni a determinar sus derechos. 

Por el contrario, los Estados deben guiarse por el principio fundamental de 

la autoidentificación como criterio básico. Tal como señala la Declaración, 

los Pueblos Indígenas tienen derecho a determinar su propia identidad o 

pertenencia conforme a sus costumbres y tradiciones. En la misma línea, el 

Convenio de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales, 1989 (núm. 169), 

dispone, en su artículo 1, párrafo 2, que la autoidentificación como indígena 

se considere un criterio fundamental para determinar los grupos a los que 

se aplican las disposiciones del Convenio10. 

En este marco, el derecho a la libre determinación se encuentra 

estrechamente vinculado con el derecho a la autoidentificación de los 

pueblos indígenas. Este principio reconoce la facultad de los propios pueblos 

para definirse y reconocerse como tales, sin que dicha identidad pueda ser 

determinada unilateralmente por los Estados. Por eso, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos señala que un elemento central de la 

libre determinación es precisamente el derecho a la autoidentificación, 

entendido como la conciencia colectiva de pertenecer a un determinado 

pueblo y la facultad de identificar a los miembros que forman parte de él11. 

 
9 Corte IDH (2005). Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay, 2005, párr. 216 
10 Consejo de Derechos Humanos de la ONU. (2025). Informe del Relator Especial sobre los derechos de los 

pueblos indígenas, Albert K. Barume. Reconocimiento de los Pueblos Indígenas (A/HRC/60/29), párr. 50. Naciones 

Unidas 
11 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. (2021). Derecho a la libre determinación de los Pueblos Indígenas 

y Tribales [Cuestionario de la CIDH para el informe temático]. Organización de los Estados Americanos. 

Recuperado de https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/LibreDeterminacionES.pdf . p. 48. 

https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/LibreDeterminacionES.pdf
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En esa línea, diversos autores han señalado que los Estados no pueden 

determinar de manera unilateral la identidad étnica de las comunidades, sino 

que deben respetar los procesos históricos y sociales a través de los cuales 

estas se reconocen a sí mismas como pueblos indígenas12. Este criterio ha 

sido reafirmado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 

caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay (2010), en el cual se 

establece que no corresponde ni al tribunal ni al Estado determinar la 

pertenencia étnica de una comunidad, pues se trata de un proceso histórico 

y social vinculado a su autonomía. En consecuencia, tanto los estados como 

los órganos internacionales deben limitarse a respetar la forma en que estas 

comunidades se autoidentifican. 

Sobre este punto, Guevara-Gil y Verona-Badajoz mencionan que:  

(...) el Derecho Internacional de los Pueblos Indígenas enfatiza que los 

Estados modernos no establecen sino reconocen los derechos de los pueblos 

indígenas que viven en sus territorios. De esta formulación resulta que el 

carácter preexistente, la continuidad histórica y cultural de su trayectoria 

colectiva, y la experiencia colonial o neocolonial son atributos 

indispensables para reivindicar su vigencia13. 

Sin embargo, las mismas autoras sostienen que, por diversas razones —

entre ellas la persistencia del racismo y la discriminación, las desigualdades 

culturales y distributivas, así como las exigencias de la economía política del 

extractivismo—, los estados suelen limitar o incluso evitar la implementación 

efectiva de normas, políticas e instituciones destinadas a reconocer 

plenamente los derechos de los pueblos indígenas. En este contexto, señalan 

que los países de América Latina, pese a los avances del constitucionalismo 

multicultural y a los discursos oficiales que celebran la diversidad étnica y 

cultural, no logran escapar de estas dinámicas14. 

En el caso peruano, este enfoque se refleja en diversos instrumentos 

normativos e institucionales. Uno de ellos es la Base de Datos de Pueblos 

Indígenas u Originarios (BDPI), administrada por el Ministerio de Cultura, la 

cual reúne información sociodemográfica, cualitativa y geográfica de los 

pueblos indígenas identificados en el país, conforme a los criterios 

 
12 Alva-Arévalo, A. (2020). La identificación de los pueblos indígenas en el Perú: ¿Qué hay del criterio de 

autoidentificación? CUHSO, 30(1), 60-77. https://doi.org/10.7770/2452-610X.2020.CUHSO.01.A05 
13 Guevara-Gil, A., & Verona-Badajoz, A. (2018). Si no hay sujeto, no hay derecho. Historia y antropología legal del 

indígena imposible. Forum Historiae Iuris. https://forhistiur.net/2018-12-guevara-gil-verona-badajoz/. p. 16-17. 
14 Ibid., p. 16-17. 

https://forhistiur.net/2018-12-guevara-gil-verona-badajoz/
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establecidos en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 

(OIT). Si bien la incorporación en esta base de datos tiene un carácter 

declarativo y no constitutivo de derechos, representa una herramienta 

relevante para la identificación de pueblos indígenas y para el diseño de 

políticas públicas orientadas a la garantía de sus derechos colectivos. 

Según Alva-Arévalo, el reglamento de la Ley de Consulta Previa establece que 

la Base de Datos de Pueblos Indígenas tiene un carácter meramente 

instrumental, por lo que su existencia no crea ni condiciona los derechos 

colectivos de estos pueblos. No obstante, en la práctica, su uso ha generado 

controversias, ya que algunos actores estatales y empresariales han 

interpretado la inclusión en dicha base como un requisito para acceder a 

derechos como la consulta previa. Esta situación ha sido cuestionada por 

organizaciones indígenas, que además criticaron la demora en su publicación 

y la exclusión inicial de diversas comunidades campesinas15. 

Asimismo, la Ley 29785, Ley del Derecho a la Consulta Previa a los Pueblos 

Indígenas u Originarios, establece criterios objetivos y subjetivos para la 

identificación de estos pueblos. Entre ellos, el criterio subjetivo —vinculado 

con la conciencia colectiva de poseer una identidad indígena u originaria— 

adquiere especial relevancia, ya que se relaciona directamente con el 

principio de autoidentificación. En ese sentido, la propia ley reconoce 

expresamente que las comunidades campesinas o andinas, así como las 

comunidades nativas o pueblos amazónicos, pueden ser identificadas 

también como pueblos indígenas u originarios, sin que las denominaciones 

utilizadas para designarlas alteren su naturaleza ni sus derechos colectivos. 

A nivel internacional, tanto el Convenio 169 de la OIT como la Declaración de 

las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas establecen 

que la autoidentificación constituye el criterio fundamental para determinar 

la condición de indígena, tanto a nivel individual como colectivo. En 

consecuencia, estos estándares internacionales han influido 

progresivamente en la configuración del marco jurídico peruano, al disponer 

la obligación de respetar este principio y reconocer a los pueblos indígenas 

como sujetos de derecho internacional y titulares de derechos colectivos 

específicos en el ordenamiento jurídico interno.  

 
15 Alva-Arévalo, Amelia. (2020). La identificación de los pueblos indígenas en el Perú. ¿Qué hay del criterio de 

autoidentificación? CUHSO (Temuco), 30(1), 60-77. https://dx.doi.org/10.7770/2452-610x.2020.cuhso.01.a05. p. 71.  

https://dx.doi.org/10.7770/2452-610x.2020.cuhso.01.a05
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En ese contexto, resulta pertinente preguntarse si una comunidad 

campesina ubicada en la costa peruana puede autoidentificarse como 

pueblo indígena. A la luz del derecho internacional y del propio 

ordenamiento jurídico peruano, la respuesta es afirmativa. El 

reconocimiento de la autoidentificación como criterio fundamental permite 

comprender que determinadas comunidades campesinas pueden, a partir 

de su historia, sus prácticas culturales y su continuidad territorial, reivindicar 

su condición de pueblos indígenas u originarios. Ante ello, el caso de San Juan 

Bautista de Catacaos constituye un ejemplo significativo de cómo una 

comunidad campesina de la costa norte del Perú puede ser comprendida 

también como un pueblo indígena, en virtud de su trayectoria histórica, sus 

vínculos territoriales y la persistencia de su identidad colectiva. 

5. Sobre el proceso de incorporación de la CCSJBC en la Base de 

Datos de Pueblos Indígenas del Ministerio de Cultura 

En conclusión, y para efectos metodológicos, resulta pertinente examinar los 

criterios que el Ministerio de Cultura evalúa —a través del Viceministerio de 

Interculturalidad, instancia encargada de la administración de la Base de 

Datos de Pueblos Indígenas u Originarios (BDPI)— para identificar e 

incorporar a un pueblo dentro de dicha base. Estos criterios se sustentan en 

los estándares establecidos por el Convenio 169 de la OIT y en la normativa 

nacional vigente, específicamente la Ley 29785, Ley del Derecho a la Consulta 

Previa a los pueblos indígenas u originarios, reconocido en el Convenio 169 

de la OIT (Ley de Consulta Previa); los cuales contemplan elementos tanto 

objetivos como subjetivos para determinar la condición de pueblo indígena 

u originario16. 

En este punto, veamos cuál es la base legal y el sustento que el Viceministerio 

de Interculturalidad requiere para efectuar este proceso de incorporación:  

• Constitución Política del Perú. 

• Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes (Convenio 169 de la OIT). 

 
16 Cabe precisar que los criterios operativos utilizados por el Ministerio de Cultura para la identificación de 

pueblos indígenas —rec2ogidos en la Directiva de la Base de Datos de Pueblos Indígenas y en el artículo 7 de la 

Ley N.º 29785— no se encuentran formulados de manera expresa en el Convenio 169 de la OIT. Este instrumento 

internacional establece principalmente el principio de autoidentificación como criterio fundamental para 

determinar a los pueblos indígenas (art. 1.2), mientras que los demás criterios han sido desarrollados en el 

ámbito normativo y administrativo interno del Estado peruano. 
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• Ley 29565, Ley de creación del Ministerio de Cultura. 

• Ley 24656, Ley General de Comunidades Campesinas. 

• Ley 22175, Ley de Comunidades Nativas y de Desarrollo Agrario de la 

Selva y de Ceja de Selva. 

• Ley 27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales. 

• Ley 26922, Ley Marco de Descentralización. 

• Decreto Legislativo 1360, Decreto Legislativo que precisa funciones 

exclusivas del Ministerio de Cultura. 

• Decreto Supremo N.º 005-2013-MC, Reglamento de Organización y 

Funciones del Ministerio de Cultura (ROF del Ministerio de Cultura). 

• Ley 29785, Ley del Derecho a la Consulta Previa a los pueblos indígenas 

u originarios, reconocido en el Convenio 169 de la OIT (Ley de Consulta 

Previa). 

• Decreto Supremo N.º 001-2012- MC, que aprueba el Reglamento de la 

Ley de Consulta Previa (Reglamento de la Ley de Consulta Previa). 

• Resolución Ministerial N.º 202-2012-MC, que aprueba la Directiva N.º 

03-2012-MC, Directiva que regula el funcionamiento de la Base de 

Datos Oficial de Pueblos Indígenas u Originarios. 

• Resolución Viceministerial N.º 004-2014-VMI-MC, que aprueba la 

Directiva N.º 001- 2014-VMI/MC, Lineamientos que establece 

instrumentos de recolección de información social y fija criterios para 

su aplicación en el marco de la identificación de los pueblos indígenas 

u originarios. 

Para el proceso de identificación de pueblos indígenas u originarios, se 

requiere elaborar un informe técnico que comprende la realización de 

trabajo de campo in situ, con el fin de corroborar si el pueblo que 

eventualmente será incorporado en la Base de Datos de Pueblos Indígenas 

u Originarios presenta los atributos correspondientes a un pueblo indígena 

u originario. En el caso de la CCSJBC, su incorporación se concretó mediante 

el Informe N.º 000001-2026-DGPI-VMI-CER-MC, documento que detalla el 

trabajo de campo realizado entre el 22 de marzo y el 7 de abril de 2025.  

Este informe es realizado por profesionales de las ciencias sociales e incluye 

instrumentos estandarizados como entrevistas semiestructuradas, mapas 

parlantes, fichas comunales a grupos focales y fuentes secundarias 

registrales para cruzar la información. Como resultado de esta evaluación, se 
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determinó que, de las 12 comunidades campesinas analizadas, 9 presentan 

los atributos propios de pueblos indígenas u originarios. Los cuatro criterios 

evaluados son los siguientes:  

Cuadro 1: Criterios de identificación objetivos y un criterio subjetivo 

CRITERIOS DE IDENTIFICACIÓN OBJETIVOS Y UN CRITERIO SUBJETIVO 

CONTINUIDAD 

HISTÓRICA 

Da cuenta de la existencia de sociedades desde tiempos 

anteriores a la conquista, colonización o las actuales 

fronteras estatales. 

CONEXIÓN 

TERRITORIAL 

Da cuenta de sociedades cuyos ancestros habitaban el país 

o la región. 

INSTITUCIONES 

DISTINTIVAS 

Da cuenta de sociedades que retienen o conservan 

algunas o todas sus instituciones propias. 

AUTO 

IDENTIFICACIÓN 

Hace referencia a la conciencia del grupo 

colectivo de poseer una identidad indígena u originaria. Es 

decir, independientemente de la utilización del término 

“indígena” u “originario”, lo relevante es la conciencia del 

grupo de poseer una identidad colectiva, la cual además 

está respaldada en una historia que da cuenta de su 

carácter originario. 

Fuente: Adaptado del Informe N.º 000001-2026-DGPI-VMI-CER-MC, respecto al trabajo 

de campo realizado en doce comunidades campesinas y/o localidades ubicadas en el 

departamento de Piura. Enero de 2026. 

Ahora bien, a la luz de estos cuatro criterios, nos centraremos en evaluar 

cuáles son los aspectos centrales que el Ministerio de Cultura ha considerado 

para incorporar e identificar a la CCSJBC dentro de la BDPI.  
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Cuadro 2: Aplicación de los criterios de identificación de pueblos indígenas u originarios 

para el caso de la CCSJBC 

APLICACIÓN DE LOS CRITERIOS DE IDENTIFICACIÓN DE PUEBLOS INDÍGENAS U 

ORIGINARIOS PARA EL CASO DE LA CCSJBC 

CONTINUIDAD 

HISTÓRICA 

El primer criterio corresponde a la continuidad histórica 

entre la población actual y los grupos que habitaban el 

territorio antes de la formación del Estado peruano. En el 

caso de la Comunidad Campesina San Juan Bautista de 

Catacaos, el informe recoge testimonios que vinculan a sus 

habitantes con los antiguos pueblos tallanes, reconocidos 

como uno de los pueblos originarios de la costa norte del 

Perú. A través de la memoria colectiva de los comuneros se 

reconoce que los actuales miembros de la comunidad 

descienden de estos grupos ancestrales, lo que evidencia 

la persistencia de una identidad histórica vinculada al 

territorio. 

CONEXIÓN 

TERRITORIAL 

El segundo criterio se refiere a la relación histórica y 

colectiva con un territorio determinado. La comunidad 

campesina de Catacaos cuenta con una extensión 

aproximada de 330 000 hectáreas y está conformada por 

un centro poblado principal y más de cincuenta anexos. 

Este territorio ha sido ocupado y gestionado por los 

comuneros a lo largo del tiempo, constituyendo un 

elemento fundamental para el desarrollo de sus 

actividades económicas, sociales y culturales. 

INSTITUCIONES 

DISTINTIVAS: 

El tercer criterio considera la existencia de instituciones o 

formas de organización social propias. En el caso de la 

comunidad de Catacaos, el informe destaca que la máxima 

autoridad es la Asamblea General, órgano que reúne a los 

comuneros y que tiene la facultad de elegir a la Junta 

Directiva encargada de la gestión comunal. Asimismo, se 

identifican prácticas económicas tradicionales como la 

agricultura de subsistencia —principalmente cultivos de 

arroz, maíz y hortalizas— y la ganadería familiar, 

actividades que forman parte de la organización productiva 

de la comunidad.  
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AUTO 

IDENTIFICACIÓN 

El cuarto criterio corresponde a la autoidentificación, 

principio reconocido por el Convenio 169 de la OIT. En este 

caso, el informe recoge testimonios de comuneros que 

evidencian la existencia de una identidad colectiva 

diferenciada, expresada en prácticas culturales y en formas 

particulares de expresión que los distinguen de otras 

poblaciones de la región. Estos elementos refuerzan el 

reconocimiento de la comunidad como parte de un pueblo 

indígena u originario. 

Fuente: Adaptado del Informe N.º 000001-2026-DGPI-VMI-CER-MC, respecto al trabajo 

de campo realizado en doce comunidades campesinas y/o localidades ubicadas en el 

departamento de Piura. Enero de 2026. 

El análisis de estos criterios evidencia que la identificación de pueblos 

indígenas no depende exclusivamente de la preservación de rasgos 

culturales visibles o de la localización geográfica en regiones 

tradicionalmente consideradas indígenas. Por el contrario, el caso de 

Catacaos demuestra que la continuidad histórica, la organización comunal y 

los procesos de autoidentificación pueden persistir también en contextos 

costeños, lo que cuestiona los enfoques restrictivos que históricamente han 

limitado el reconocimiento de estos pueblos en el Perú. 

Fuente: Base de Datos de Pueblos Indígenas (BDPI) del Ministerio de Cultura. 
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6. Algunos retos pendientes 

A manera de conclusión, queremos presentar algunos retos pendientes a 

raíz de la incorporación de la CCSJBC en la BDPI y la ruptura de un paradigma 

que nos enfrenta a un escenario novedoso que obliga al Estado peruano a 

tomar acciones concretas y cumplir con las obligaciones internacionales de 

las que es parte. 

a) Construir políticas públicas interculturales para las comunidades 

indígenas de la costa 

Uno de los principales desafíos tras la incorporación de la Comunidad 

Campesina San Juan Bautista de Catacaos en la Base de Datos de Pueblos 

Indígenas u Originarios es el diseño de políticas públicas interculturales que 

también contemplen a las poblaciones indígenas de la costa peruana. 

Tradicionalmente, la acción estatal ha concentrado sus esfuerzos en las 

comunidades andinas y amazónicas, y ha puesto en segundo plano a las 

comunidades costeñas. Por ello, el reconocimiento de Catacaos plantea la 

necesidad de desarrollar programas, servicios y políticas públicas que 

respondan a las particularidades culturales, históricas y territoriales de estas 

comunidades. 

b) Superar la invisibilización histórica del rostro indígena de la costa 

Un segundo reto consiste en cuestionar el imaginario nacional que ha 

tendido a asociar lo indígena únicamente con los Andes o la Amazonía. 

Durante décadas, muchas comunidades de la costa han sido invisibilizadas 

dentro de las políticas públicas y de los discursos oficiales sobre identidad 

indígena. El caso de Catacaos pone en evidencia que existen procesos 

históricos de continuidad cultural y territorial en el litoral peruano, lo que 

obliga a replantear la forma en que se entiende la diversidad étnica del país. 

c) Convertir el caso de Catacaos en un precedente para el 

reconocimiento de otras comunidades 

La incorporación de Catacaos en la BDPI constituye un precedente 

importante para otras comunidades campesinas de la costa norte que 

también presentan atributos de pueblos indígenas u originarios. En ese 

sentido, el desafío para el Estado peruano será fortalecer los mecanismos de 

identificación y reconocimiento, promoviendo investigaciones, trabajos de 
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campo y procesos participativos que permitan visibilizar a otras 

comunidades que históricamente han sido excluidas de estos procesos. 

d) Garantizar que el reconocimiento se traduzca en el ejercicio 

efectivo de derechos colectivos 

Finalmente, uno de los retos más importantes consiste en asegurar que la 

incorporación en la BDPI no se limite a un reconocimiento simbólico o 

administrativo. Si bien la base de datos tiene un carácter instrumental y no 

constituye por sí misma derechos, en la práctica, su existencia está vinculada 

al acceso a mecanismos como la consulta previa y otras garantías colectivas. 

Por ello, el desafío será que este reconocimiento se convierta en políticas 

concretas de protección territorial, participación y fortalecimiento cultural 

para las comunidades indígenas de la costa. 
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